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Apreciado Director General:

NosplaceabsolversuinteresaÍteconsuha,contenidaenNotaN"1052-DG/ALdel24de
julio de 199i, relativa a la viabilidad del pago de salarios caídos y sobre la aplicación de la Ley de

la Carrera Administrativa.

En primer lugar, usted nos Pregunta:

¿UnfuncionarioquehayasidosuspendidoenlostérminosexpresadosenlaResoluciónN"
S.F'-03ldeTdeabrildelgg5,pafasometefseaunprocesoanteelTribunalElectoraly
que luego füere rerntegrado por iarór1 de haber sido decretado en su favor sobreseimiento

ljr""iri*¿, en las suriarias seguidas en su conÍa por_ presunto infractor de disposiciones

ienales del Código Electoral (v-er fallo de 15 de enero d.e 1997), tiene derecho a percibir los

salarios dejaclos de percibir isalarios caídos) desde el momento en que fue suspendido'

hasta su reintegro?

Alrespectocabeaclararqueenmateriadesobreseimiento,elCódigoJudicial,LibroIII,
Título II. Capítulo X, en su ar1ículo 221 1 dispone:

ARTICULO 2211'- 'oSerá provisional el sobreseimiento :

1.- Cuando 1os medios de justificación, acumulados en el proceso'

no sean suficientes para comprobar el hecho punible,

2.- Cuando comprobado el hecho punible, no exista imputado

debidamente vinculado. "

Izualmente, el sobreseimiento es regulado por el arlículo 2213 que determina:



ARTICULO 2Z!3" "El sobreseimiento defrnitivo pone término al

ptoceso respectivo contra las personas a cuyo favor se decrgtare y pro-

duce excePción de cosa juzgada'

El sobreseimrento provisional no concluye definitivamente el proceso

y en cualquier tieÁpo en que se presenten nuevas pruebas de1 cargo'

puede reabrirse la investigación

La instancia de reapertura se formulará ante el Juez de la causa' quren

decidirá aon t"'tu u las pruebas que se encontrare prescrita' En 
'este

último caso 
"l- 

-'obt"'"iti"nto 
provisional se elevará de oficio a

sobreseimiento definitivo "

De ia normativa anteriormente transcrita podemos inferir que en e1 caso concreto del

funcionario público reintegruJo po, sobreseimiénto provisional no constituye impedimento

alguno para e1 ejercicio de sus derechos y deberes' pese a que existe la posibilidad de que en

cualquier momento ," po"ou-t"ub'i' 
"1 

p'o""to mientras q"" no t" dicte el sobreseimierúo

definitivo.

En parlicular sobre el pago de los^ salarios. caídos durante el período que estuvo

,o.p"r1;i¿o'.iÁnciorrurio p.ruti"o ñ*tu su efectivo reintepSo a la institución, debemos expresar

oue 1a Corte Suprema O" 
'.rrii.iu, 

iala IIi de lo contenóioso-Administrativo, ha sostenido el

nrincioio que un funcionari";;;;i";; "tltt "r 
derecho de recibir un salario a cambio de un

iru¡uiá t.ui*.",e realizado a menos que la Ley disponga lo contrarlo

En el mismo sentido, nuestro máximo Tribunal. de Justicia y la Procuraduría de Ia

Administración, .n ,"it".uoo, p.""e;entes, han mantenido 1a posición común que no es factible el

pago de salarios dejado, ;;;;;isala¡ios caídot al funcionario público sino están

efectivamente contempraoos en una Ley formal que. otorgue y reguie tal d".l*o' ya que en

nuestro ordenami.nto j*i¿i"o' piJurl.á ;.i prnóipi" qu-e el 
-funcionario 

público sólo puede

realizar aquello que 1a Ley lo autoriza expresamente "

Precedentes reiterados de la Sala III de 1a Corte Suprema de Justicia lo-s podemos

encontrar, como atinadamet . n ".* "iáot "u'io' 
de ellos en el criterio iegai del Licdo Luis

Quinlero Sánchez, en:

¡Sentenciade4demayodelgg0,demandadePlenaJurisdicción,DilsaYolaldaPeraltavs

Ir

a

a

a

Ministerio de Salud;

Sentencia de 4 de mayo de 1990, demanda de Plena Jurisdicción' Berta Ramona De La

Cuardia vs Alcaldia de Panamál

Sentencia de 6 de febrero de 1991;

Auto de 14 de agosto ¿" rsgi, á"-urr¿a de plena Jurisdicción, Guillermo orlega vs caja de

Seguro Social;

Sentencia de 17 de enero de 1992;

Sentencia de 14 de julio ¿" t qgt i"-arrda de plena Jurisdicción, María Eugenia Hemández vs

IRHE;
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. Sentencia de 30 de junio de 1994, demanda de Interpretación, Alcaidía de Panamá;

o Sentencia de 3 de octubre de 1995, demanda de Plena Jurisdicción, Maftín vs. Ministerio

Público;
¡ Sentencia de 24 de enero de 1996, demanda de Plena Jurisdicción, Cristobalina Peña

Rodríguez vs Alcaldía de Colón;
o Sentencia de 29 de mayo de 1996, demanda de Plena Jurisdicción, Rubén Dario Rodríguez vs.

Instituto de Investigación Agropecuaria de Panamá;

o Sentencia de 28 de junio de 1996, demanda de Plena Jurisdicción, Norberto Lezcano Roque vs

Ministerio de Desa¡rollo Agropecuario; y,
o sentencia de 25 de julio de 1996, demanda de Plena Jurisdicción, Belinda Silvera vs

Ministerio de Educación.

En cuanto al caso presentado a nuestra consideración, observamos que durante el período

de suspensión del funcionario público en verdad no hubo una labor desempeñada a favor del

Instituto Nacional de cultura (INAC), y pol otro lado, al analizar el marco legal de dicha

institución podemos afirmar que no existe ninguna disposición que prevea el pago de los salarios

caídos durante el tiempo que dure la suspensión de uno de sus empleados públicos, ni en su Ley

orgánica (Ley N" 63 de 6 de junio de 1974, G.O. N" 1'7.622 de 25lYIl74) ni en su Reglamento

Interno de Personal (Resuelto N' 1 de 5 de enero de 1976).

Luego entonces, pasamos a contestar sus dos (2) restantes interrogantes muy relacionadas

entre sí:

¿Es actualmente aplicable en el Instituto Nacional de cultura, las normas de la Ley N" 9 de

i0 de ¡unio de 1994, por la cual se establece y regula la Carrera Administrativa,

específicamente lo contemplado en los Títulos V, VI y VII de la misma?

¿Cabe aplicar en el caso planteado en la primera intelrogante de esta nota, lo dispuesto en

el adículo 134 de la referidaLey 9 de 1994?

La Ley No 9 de 20 de junio de 1994 "por la cual se establece y regula la caffera

Administrativa (G.O. N" 22.562 de 21 de junio de 1994) plasma en su a(ículo 198 un

cronograma que determina la incorporación gradual de los diversos funcionarios públicos, por

niveles e insiituciones, singularidad que hace que este instrumento legal no tenga una fecha

exacta para entrat en vigor sino que debe cumplir con una serie de etapas sucesivas para que entre

en vigencia dentro de la Administración Pública y nuestro ordenamiento jurídico'

Esta Ley N" 9 de 1994 derogó varias normas como el Manual de Clasificación de Puestos

en el Gobierno y otras que le fueran contrarias (art. 197), por ende, en este momento estamos en

una etapa de transición donde se derogaron diversos preceptos que trataban la materia y aún no ha

sido implementada la Carrera Administrativa.

En consecuencia, somos del criterio que las disposiciones que consagra la Ley de la

Carrera Administrativa no son aplicables en este momento al Institulo Nacional de Cultura, ni los

Títulos V (Acciones de Recursos Humanos), VI (Derecho, Deberes, Prohibiciones y Regimen

-q
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Disciplinario) VII (Del Régimen Disciplinario), ni el ar1ículo 134 que dispone el tema de salarios

caídos.

Esta posición es apoyada por la Corte Suprema de Justicia en su Fallo de 26 de junio de

1 996 que plantea 1o siguiente:

o'También es necesario acotar que el recurrente no ha demostrado
haber ingresado a 1a Caja de Ahorros en base al sistema de méritos,
mediante concurso de oposición amparado en una Ley especial o de

Canera Administrativa... a pesar de que en ia actualidad la Canera
Administrativa ha sido instituida en nuestro ordenamienfo
positivo... aún no ha sido implqlqq4lladagneazmgnrlg, dentro de su

ámbito de aplicación estatal. Imperando por tanto, el principio de
que en la esfera de las destituciones, separación o suspeqgliniel
cargo de funcionarios públicos, el acto que decida la remoción de

quienes ocupen un cargo no protegido o amparado por ley especial,

carrera administrativa, concurso de oposición o esfabilidad relativa,
es simplemente de libre nombramiento y remoción, producto del
ejercicio de un poder o facultad discrecional de1 ente nominador,
salvo disposición legal en contrado.on (Sentencia de 26 de junio de

1996, demanda de Plena Jurisdicción, Vicente Rodríguez Mendoza
vs Caja de Ahorros, Registro Judicial de junio de 1996, pág.349)
(el subrayado es nuestro)

Por todo lo anterior concluimos que el funcionario público reintegrado mediante la
Resolución N" 004/DG-AL de 31 de enero de 1997 no tiene derecho aI cobro de 1os salarios

dejados de percibir en el periodo que va desde su destitución, por medio de la Resolución N" S.F

-031 de 7 de abril de 1995, hasta su real reincorporac.ión aI Instituto Nacional de Cultura el 1o de

febrero de 1997, y además este funcionario público no está amparado por la Ley No 9 de 20 de

junio de 1994 "por la cual se establece y regula la Carrera Administrativa."

Esperamos haber cumplido con nuesfo deber de orientar y resolver sus interrogantes, me

suscribo de usted.

Cordialmente,

Alma Montenegro de Fletcher
Procuradora de la Administración

AMdeF/6/cch

tr.<


